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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

 Sentencia – 2ª Instancia – 17 de Septiembre de 2018

Proceso:    
      Acción De Tutela – 

Radicación Nro. :         66170 31 04 001 2018 00086 01

Accionante: 
       Francisco Antonio López Correa 

Accionado:                   Colpensiones y otro
Magistrado Ponente:   Jairo Ernesto Escobar Sanz

Temas: 

DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL/ PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA/ PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL/  REQUERIMIENTO PARA COMPLEMENTAR LA HISTORIA CLÍNICA CON LOS EXÁMENES ES IMPRESCINDIBLES PARA RESOLVER LA PETICIÓN/ CONFIRMA
Esta Sala observó en el dossier que el señor López Correa, por intermedio de su agente oficiosa, radicó la solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral el 21 de junio de 2018 (Folio 41), a su vez obra la respuesta de COLPENSIONES fechada el 28 de junio de 2018, donde le informa al actor que una vez valorada la documentación aportada se estableció imprescindible la necesidad de que complemente su solicitud aportando los siguientes documentos: “valoraciones por otorrino con videonistagmografia-cardiologia (definiendo la clase funcional NYHA) con ecocardiograma, menor a 6 meses” (Folio 43). Al respecto la agente oficiosa del señor López Correa manifestó que su esposo, con ocasión al accidente cerebrovascular que sufrió, quedó reducido a una cama, sin posibilidad de movilizarse o comunicarse con los demás, por lo cual su solicitud radica en fijar fecha de calificación de pérdida de capacidad laboral con base en el historial clínico que ya aportó y, sin exigir documentos adicionales. 

(…)
De ese modo las cosas, el pedimento del fondo de pensiones se torna necesario para responder la solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral, amparado en las disposiciones legales y constitucionales que rigen el sistema general de seguridad social. Por el contrario, el motivo por el cual la accionante se niega a llevar al agenciado a las consultas médicas que permitan obtener las valoraciones de salud que fueron solicitadas, resultan evasivas sin fundamento si se tiene en cuenta que la imposibilidad del paciente para movilizarse no significa que este no pueda ser ayudado por su familia para los traslados pertinentes. 

(…)
Aunado a lo anterior, es de resaltar que de conformidad con la historia clínica anexa que fue aportada a la solicitud elevada a COLPENSIONES, se concluye que el paciente, aun en estado de enfermedad, ha sido trasladado a las correspondientes citas médicas y de control. En tal sentido, no existe razón alguna por la cual no pueda cumplir con los requerimientos del fondo de pensiones para obtener las valoraciones médicas faltantes. 

(…)

Por lo anterior, esta Sala no encuentra reparo alguno al fallo emitido por la
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecisiete (17) de septiembre de dos mil dieciocho (2018).
Aprobado por Acta No. 815
Hora: 3:40 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por Amparo Gil de López, actuando en calidad de agente oficiosa del señor Francisco Antonio López Correa, con ocasión al fallo emitido el 01 de agosto de 2018 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, en la acción de tutela interpuesta en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones, a la cual fue vinculada la EPS-S Asmet Salud. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. La agente oficiosa del señor Francisco Antonio López Correa adujo que este sufre de vértigos periféricos, accidente vascular encefálico, hemiplejia, entre otros. 
El accidente cerebro vascular lo sufrió el 14 de mayo de 2018 contingencia que lo dejo con hemiplejia, sin posibilidad de hablar o movilizarse.

Por lo tanto, se inició proceso de pérdida de capacidad laboral ante la Administradora Colombiana de pensiones COLPENSIONES, entidad a la cual realizó los aportes para cubrir contingencias de vejez, invalidez y muerte. 

El 28 de junio de 2018 la entidad accionada, a través de oficio No. BZ2018_7203589-1916471, manifestó que para continuar con el trámite de la calificación era imprescindible allegar las valoraciones: otorrino con videonistamografía, cardiología (definiendo la clase funcional NYHA) y ecocardiograma menor a 6 meses.
Por lo anterior consideró que la accionada está vulnerando los derechos fundamentales de su agenciado, quien al estar reducido a una cama sin posibilidad de movilizarse o comunicarse con los demás, no puede cumplir con lo solicitado por la entidad, teniendo en cuenta que la historia clínica presentada es más que suficiente para hacerse acreedor a dicha pensión (Fls. 1-4). Por lo anterior solicitó que se ordene a la accionada realizar la calificación de pérdida de capacidad laboral con base en la historia clínica que ya fue radicada y sin exigir documentos adicionales. 
2.2. Se allegaron como pruebas las obrantes en los folios 5-45. 

3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES
El director de acciones constitucionales de la gerencia de defensa judicial de la entidad manifestó que una vez revisado el expediente pensional, observó que frente a la solicitud de programación de fecha y hora para valoración de pérdida de capacidad laboral, expidió las comunicaciones externas del 28 de junio y 24 de julio de 2018, mediante las cuales requirió al ciudadano para que allegara documentos con el fin de resolver de fondo su pretensión, los cuales no fueron allegados a dicha administradora. 
Expuso que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 1755 de 2015, cuando las peticiones que se elevan a la administración están incompletas, se puede solicitar el documento indispensable, en este caso, para resolver de fondo la petición prestacional. Además, aclaró que lo solicitado al usuario hace parte de los requisitos mínimos exigidos para llevar a cabo el proceso de calificación íntegra, acertada y precisa. Por último, concluyó que la falta gestión del solicitante para complementar su petición da lugar a que se decrete el desistimiento tácito y archivo del expediente, sin perjuicio de que pueda ser nuevamente presentado. 
Concluyó que no se puede imputar ninguna actuación vulneradora de los derechos fundamentales invocados por el accionante, ya que se ha demostrado que Colpensiones ha actuado con diligencia frente a la petición solicitada, máxime cuando la tutela no es la vía para solicitar lo pretendido por el actor, teniendo en cuenta que no se han agotado los mecanismos administrativos dispuestos para tal fin, el aporte de los documentos requeridos para proceder como en derecho corresponda.

En razón de lo expuesto, solicitó desestimar la acción de tutela contra esta entidad (Fls. 50 y 51).
Se allegaron como pruebas las visibles en los folios 52-55. 
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 01 de agosto de 2018 el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, resolvió lo siguiente:
PRIMERO: NO TUTELAR los derechos deprecados por la señora Amparo Gil de López como agente oficiosa del señor Francisco Antonio López Correa identificado con cedula de ciudadanía número 34.042.380, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
Las partes fueron notificadas del contenido del fallo de tutela personalmente y por correo electrónico el 03 de agosto de 2018 (Fl. 61).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación, el 09 de agosto de 2018, la agente oficiosa del señor Francisco Antonio López Correa refirió que, teniendo en cuenta que su agenciado es una persona de avanzada edad, actualmente se encuentra impedido para realizar cualquier gestión de desplazamiento o movimiento, por lo cual COLPENSIONES debe autorizar la cita para la valoración de su pérdida de capacidad laboral con base en la historia clínica que ha sido aportada para la misma. 
Consideró que su esposo requiere de una especial protección por su discapacidad médica y avanzada edad, lo que supone que COLPENSIONES debe realizar en el menor tiempo posible y sin exigir documentos imposibles o adicionales la valoración de la pérdida de capacidad laboral del señor Francisco Antonio López Correa. 
Solicitó que se revoque el fallo de tutela proferido en primera instancia y se ordene a la Colpensiones que emita la respectiva autorización para la valoración de pérdida de capacidad laboral de su esposo, el señor Francisco Antonio López Correa (Fls. 62 y 63). 


6.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.3. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

6.3.1. De conformidad con los argumentos de la impugnante, esta Corporación debe decidir si el fallo adoptado por el juez de primera instancia fue acorde a los preceptos legales o si por el contrario hay lugar a revocarlo.

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que:  “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 

De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:   “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”
6.5. Respecto del proceso de calificación del estado de invalidez, la Ley 100 de 1993, en su artículo 41 modificado por el Decreto 19 de 2012 dispuso:
ARTÍCULO 41. CALIFICACIÓN DEL ESTADO DE INVALIDEZ. <Artículo modificado por el artículo 142 del Decreto 19 de 2012. El estado de invalidez será determinado de conformidad con Io dispuesto en los artículos siguientes y con base en el manual único para Ia calificación de invalidez vigente a Ia fecha de calificación. Este manual será expedido por el Gobierno Nacional y deberá contemplar los criterios técnicos de evaluación para calificar Ia imposibilidad que tenga el afectado para desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad laboral.

Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad Ia pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con Ia calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y Ia entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante Ia Junta Nacional de Calificación de Invalidez, Ia cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales.

El acto que declara Ia invalidez que expida cualquiera de las anteriores entidades, deberá contener expresamente los fundamentos de hecho y de derecho que dieron origen a esta decisión, así como Ia forma y oportunidad en que el interesado puede solicitar Ia calificación por parte de Ia Junta Regional y Ia facultad de recurrir esta calificación ante Ia Junta Nacional. (…)

6.6. En el mismo sentido, en providencia T-093 de 2016, la Corte Constitucional dispuso que para determinar el estado de salud de la persona en forma completa e integral, es necesario, entre otros, el estudio de la historia clínica del paciente, para lo cual previó:
“6.9. Las EPS, las AFP o los beneficiarios, según corresponda, deben aportar la historia clínica, los exámenes diagnósticos, evaluaciones técnicas y demás relevantes; la certificación sobre el proceso de rehabilitación integral, cuando haya lugar; y los certificados de cargos y labores, cuando se requiera (Artículo 25 a del Decreto 2463 de 2001). Cuando se presenten solicitudes incompletas, las Juntas tienen la obligación de indicar al peticionario cuáles son los documentos faltantes, para que éstos completen la información. Si una vez iniciado el estudio se evidencia la ausencia de documentos, la Junta deberá requerirlos por escrito a quien se encuentre en la posibilidad de aportarlos o al peticionario.”
Aunado a ello, en cuanto al derecho a la calificación de pérdida de capacidad laboral dispuso en sentencia T-056 de 2014: 
4.4. Para establecer si una persona tiene derecho al reconocimiento de alguna de las prestaciones asistenciales o económicas a que se hizo referencia, se requiere la calificación de la pérdida de capacidad laboral, entendida como un mecanismo que permite fijar el porcentaje de afectación del “conjunto de las habilidades, destrezas, aptitudes y/o potencialidades de orden físico, mental y social, que le permiten al individuo desempeñarse en un trabajo habitual”. El derecho a la valoración de la disminución de dicha capacidad se encuentra regulado básicamente en las mismas leyes y decretos que desarrollan el SGRP, con mayor énfasis en la Ley 100 de 1993, el Decreto 917 de 1999 y el Decreto 2463 de 2001, en lo que tiene que ver con el procedimiento respectivo.

 

4.5 Por expresa remisión del artículo 250 de la Ley 100 de 1993, la clasificación de pérdida de capacidad laboral por accidente de trabajo o enfermedad profesional debe ajustarse a las mismas reglas y procedimientos establecidos para la valoración de pérdida de capacidad laboral para el caso de padecimientos por riesgo común, es decir, la calificación de pérdida de capacidad laboral tiene lugar independientemente de la causa, profesional o común, que determine la necesidad de dicha valoración.

 

Conforme con ello, la calificación de la pérdida de capacidad laboral ha sido considerada por la jurisprudencia constitucional, como un derecho que tiene toda persona, el cual cobra gran importancia al constituir el medio para acceder a la garantía y protección de otros derechos fundamentales como la salud, la seguridad social y el mínimo vital, en la medida que permite establecer a qué tipo de prestaciones tiene derecho quien es afectado por una enfermedad o accidente, producido con ocasión o como consecuencia de la actividad laboral, o por causas de origen común. Esta Corte ha indicado:

 

“Dentro del derecho a la pensión de invalidez cobra gran importancia el derecho a la valoración de la pérdida de la capacidad laboral, ya que ésta constituye un medio para garantizar los derechos fundamentales a la vida digna, a la seguridad social y al mínimo vital. Lo anterior por cuanto tal evaluación permite determinar si la persona tiene derecho al reconocimiento pensional que asegure su sustento económico, dado el deterioro de su estado de su salud y, por tanto, de su capacidad para realizar una actividad laboral que le permita acceder a un sustento. Adicional a ello, la evaluación permite, desde el punto de vista médico especificar las causas que la originan la disminución de la capacidad laboral. Es precisamente el resultado de la valoración que realizan los organismos médicos competentes el que configura el derecho a la pensión de invalidez, pues como se indicó previamente, ésta arroja el porcentaje de pérdida de capacidad laboral y el origen de la misma. De allí que la evaluación forme parte de los deberes de las entidades encargadas de reconocer pensiones, pues sin ellas no existiría fundamento para el reconocimiento pensional…”

6.7. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

6.7.1. Esta Sala observó en el dossier que el señor López Correa, por intermedio de su agente oficiosa, radicó la solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral el 21 de junio de 2018 (Folio 41), a su vez obra la respuesta de COLPENSIONES fechada el 28 de junio de 2018, donde le informa al actor que una vez valorada la documentación aportada se estableció imprescindible la necesidad de que complemente su solicitud aportando los siguientes documentos: “valoraciones por otorrino con videonistagmografia-cardiologia (definiendo la clase funcional NYHA) con ecocardiograma, menor a 6 meses” (Folio 43). Al respecto la agente oficiosa del señor López Correa manifestó que su esposo, con ocasión al accidente cerebrovascular que sufrió, quedó reducido a una cama, sin posibilidad de movilizarse o comunicarse con los demás, por lo cual su solicitud radica en fijar fecha de calificación de pérdida de capacidad laboral con base en el historial clínico que ya aportó y, sin exigir documentos adicionales. 
Es así como esta Colegiatura, antes de arribar a una conclusión hace referencia a lo ceñido en las normas y jurisprudencia previamente citada, además de la sentencia T-400 de 2017, a saber,

El  parágrafo 1º del artículo 2.6.1.4.2.8 del Decreto 780 de 2016 con relación a la valoración de la pérdida de capacidad laboral, dispone:
 
“La calificación de pérdida de capacidad será realizada por la autoridad competente, de acuerdo a lo establecido en el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 142 del Decreto-ley 019 de 2012 y se ceñirá al Manual Único para la pérdida de capacidad laboral y ocupacional vigente a la fecha de la calificación.”
 
En este sentido, el inciso segundo del artículo 142 del Decreto Ley 019 de 2012, el cual modificó el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, estableció que las autoridades competentes para determinar la pérdida de capacidad laboral son los siguientes:
 
“Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales. (Negrillas y subrayas fuera del texto original)
6.7.2. Visto lo anterior, si bien es cierto la agente oficiosa aportó a la solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral un aparte de la historia clínica del señor López Correa, también es cierto que la accionada informó haber valorado la documentación aportada (Folio 43) y de su estudio estableció que es imprescindible que la solicitud sea complementada con valoraciones médicas adicionales. 

Es decir, el fondo de pensiones dio el trámite correspondiente a la petición elevada, no obstante, concluyó que requiere de información adicional respecto del estado de salud del paciente, sin la cual no podrá llevar a cabo una calificación integral de la pérdida de capacidad laboral. 
6.7.3. Lo antedicho, contrastado con lo pretendido en la alzada, admite concluir que el pedimento de la agente oficiosa no encuentra fundamento legal ni constitucional si se tiene en cuenta que es requisito de los fondos de pensiones realizar un análisis completo de la historia clínica para establecer el estado de salud del paciente con el ánimo de determinar el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, mismo que, dependiendo del grado en el cual se ubique, permite acceder o no a la pensión de invalidez y, en el mismo sentido, en caso de ser positiva la respuesta anterior, permite determinar el monto de la prestación. 
6.7.4. De ese modo las cosas, el pedimento del fondo de pensiones se torna necesario para responder la solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral, amparado en las disposiciones legales y constitucionales que rigen el sistema general de seguridad social. Por el contrario, el motivo por el cual la accionante se niega a llevar al agenciado a las consultas médicas que permitan obtener las valoraciones de salud que fueron solicitadas, resultan evasivas sin fundamento si se tiene en cuenta que la imposibilidad del paciente para movilizarse no significa que este no pueda ser ayudado por su familia para los traslados pertinentes. 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que de conformidad con la historia clínica anexa que fue aportada a la solicitud elevada a COLPENSIONES, se concluye que el paciente, aun en estado de enfermedad, ha sido trasladado a las correspondientes citas médicas y de control. En tal sentido, no existe razón alguna por la cual no pueda cumplir con los requerimientos del fondo de pensiones para obtener las valoraciones médicas faltantes. 

Bajo esa perspectiva la Colegiatura considera que le asiste razón al fondo de pensiones al solicitar al usuario complementar la historia clínica con los exámenes diagnósticos solicitados a fin de llevar a cabo el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral, los cuales, sin lugar a dudas, son imprescindibles para que el proceso se realice con respeto a lo previsto en la ley y la jurisprudencia.
Por lo anterior, esta Sala no encuentra reparo alguno al fallo emitido por la juez de primer nivel y, en tal virtud, confirmará la providencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley. 
FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido el 01 de agosto de 2018 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Amparo Gil de López, actuando en calidad de agente oficiosa de Francisco Antonio López Correa Cardona en contra de COLPENSIONES, a la cual se vinculó a la EPS-S ASMET SALUD, en lo que fue materia de impugnación.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
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